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RECURSO DE QUEJA 153/2021



San Luis Potosí, S.L.P., a 04 cuatro de noviembre de 2021 dos mil veintiuno.



VISTO, para resolver el toca 153/2021, relativo al Recurso de Queja interpuesto por ELIMINADO, en contra de la interlocutoria de doce de agosto dos mil veintiuno, pronunciada por el juez tercero familiar de la Capital, que resolvió la planilla de liquidación de pensiones alimenticias, dentro del expediente 535/2014, Juicio Ordinario Civil promovido por ELIMINADO en contra de ELIMINADO; y,

R E S U L T A N D O.



ÚNICO. En diecinueve de agosto dos mil veintiuno, compareció por escrito ELIMINADO ante la secretaría general de acuerdos de la Presidencia del Supremo Tribunal de Justicia, a interponer recurso de queja en contra de la resolución señalada.

El cual fue admitido el seis de septiembre dos mil veintiuno, y al no existir trámites procesales pendientes de desahogar, se citó para resolver el presente negocio, turnándose el Toca a la magistrada ELIMINADO, para que formulara el proyecto de resolución; y, 

C O N S I D E R A N D O



PRIMERO. Este H. Pleno del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado, es competente para conocer del presente recurso de queja, en términos de los artículos 11, 14 fracción XIV de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado
, y 973 del Código de Procedimientos Civiles
.



SEGUNDO. La substanciación del recurso encuentra sustento en los artículos 971 y 973, ambos del Ordenamiento Adjetivo Civil
. 



TERCERO. En los asuntos que intervengan menores de edad, conforme lo disponen los artículos 1 y 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se debe cuidar la protección de sus datos personales. Encuentra sustento lo anterior, en la jurisprudencia de rubro: “PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, MENORES DE EDAD. DERECHO HUMANO”
.
Por ende, en la transcripción de la interlocutoria
 recurrida se utilizaran únicamente sus iniciales, la cual, en sus puntos resolutivos dice:
“PRIMERO.- Por las razones vertidas en el considerando UNICO de esta resolución, se concluye que ELIMINADO  formuló de manera parcialmente correcta su Planilla de liquidación de pensiones alimenticias; sin embargo, esta autoridad jurisdiccional advirtió que en el presente asunto, resultaba procedente regular la planilla que nos ocupa, correspondiente al periodo que comprendido de julio de 2017 dos mil diecisiete a febrero de 2020 dos mil veinte, en tal virtud, se aprueba dicha planilla por la cantidad de $31,449.594 (TREINTA Y UN MIL CUATROCIENTOS CUARENTA Y NUEVE PESOS 594/100 M.N.), que adeuda ELIMINADO, por concepto de alimentos a favor de sus menores hijos ELIMINADO y ELIMINADO, del 30% treinta por ciento de todas y cada una de sus percepciones ordinarias y extraordinarias que percibe, mensualmente en la actividad que desempeña o cualquier otra, del periodo de Julio de 2017 dos mil diecisiete a febrero de 2020 dos mil veinte, tomando como referencia el salario mínimo, para los efectos legales conducentes. SEGUNDO.- No hay condena de costas en esta instancia. TERCERO.- Notifíquese...”.
ELIMINADOCUARTO. Inconforme ELIMINADO, formuló, en síntesis, los siguientes agravios
: 

El juez manifiesta que la planilla de liquidación fue parcialmente correcta ya que en el juicio se demostró que el demandado no aportó nada económicamente en pro de sus menores hijos, además de no tener ingreso fijo reconocido ni demostrado, por lo que la actora solicitó el mínimo vital (salario mínimo vigente) para la subsistencia de sus menores hijos siendo que el juez únicamente tomó en consideración el 30% del salario mínimo. 


Lo que es una violación a los derechos fundamentales de los alimentos y una vida digna en favor de sus hijos, en razón de que, por ejemplo, siguiendo el criterio atípico del juez, en el dos mil diecisiete el salario mínimo era de $80.04, con el razonamiento del juez se toma el 30% resultando $25 pesos por día, que, divididos entre tres comidas diarias, dan $8.3 pesos por comida, sin mencionar que son dos los menores a los que se les debe brindar la pensión, entonces, el criterio no se encuentra ajustado a una realidad de vida ni en beneficio del interés superior del menor. 

Motivos por los que solicita se tome como base de la liquidación a razón de un salario mínimo ya que de acuerdo con el criterio del juez no se puede comer con ocho pesos por comida, sin tomar en cuenta el esparcimiento, vestido, vivienda, educación, etc… así como que son dos menores.

Considera que, la resolución le causa agravio porque no se encuentra ajustada a una realidad jurídica de facto en la vida de cualquier persona, y solicita se revoque el criterio que violenta derechos fundamentales y se imponga el salario mínimo como base. 



QUINTO. El juez responsable rindió su informe
 en el que, en lo que interesa refirió: 

“…es cierto que con fecha 12 de agosto del 20212, dos mil veintiuno, se emitió la resolución interlocutoria de la cual se inconforma la parte quejosa, dentro de autos del expediente 535/2014 del índice de este Juzgado, relativo al juicio ordinario civil por divorcio necesario, alimentos y custodia, no obstante, cabe destacar que la resolución que pretende combatir la parte recurrente mediante el recurso de queja, contrario a sus manifestaciones se encuentra debidamente fundada y motivada, así como ajustada a los autos, toda vez que se resolvió la planilla de liquidación de alimentos formulada por ELIMINADO mediante su escrito de 12 doce de marzo del 2020 dos mil veinte y previa vista que se ordenó dar al demandado se citó para resolver la misma, en razón de que de la sentencia del 27 veintisiete de junio del 2017 dos mil diecisiete se dictó sentencia mediante la cual se condenó al demandado ELIMINADO a pronunciar por concepto de pensión alimenticia definitiva a favor de su menores hijos el 30% de todas y cada una de las percepciones ordinarias y extraordinarias que percibe en la actividad que desempeña. Ahora bien como se precisó en la interlocutoria recurrida, este juzgado no tiene la certeza respecto de las percepciones que haya obtenido hasta la actualidad por concepto de su trabajo el demandado por lo que al no contar con una base fidedigna para establecer el importe relacionado al 30 por ciento se procedió a regular lo relativo a la planilla de liquidación tomando como base  el salario mínimo vigente en el estado, durante los años 217, 2018, 2019 y 2020 año en que se planteó la planilla de liquidación resuelta. En consecuencia, no se estima procedente a derecho tomando en cuenta las constancias de autos y el interés superior de los menores…”.

SEXTO. Una vez analizados los agravios expuestos por la actora, los mismos suplidos en su deficiencia, resultan fundados en atención a lo siguiente: 

El argumento que establece el juez en la interlocutoria que se impugna, de acuerdo a que en la sentencia que se emitió el veintisiete de junio dos mil diecisiete, se condenó al demandado a proporcionar por concepto de pensión alimenticia definitiva para los dos menoresELIMINADOel correspondiente al 30% de todas y cada una de las percepciones ordinarias y extraordinarias que percibe de la actividad que desempeña el demandado, es correcto.

Lo anterior, ya que la sentencia definitiva
 en la que se condenó al demandado a proporcionar por concepto de pensión alimenticia definitiva para ambos menores, el 30% de todas y cada una de las percepciones ordinarias y extraordinarias que percibiera en la actividad que desempeña, causó ejecutoria
, es decir, ambas partes estuvieron de acuerdo con lo ahí resuelto al no haberla impugnado; por tanto, el juez que resolvió la interlocutoria que se revisa no podía ir más allá de lo establecido en la misma.

Es decir, el juez no podía exceder el porcentaje del 30% a que fue condenado el demandado por el pago de pensión alimenticia en sentencia definitiva.

No obstante lo anterior, este Pleno considera que se debe suplir la deficiencia de los agravios, al existir una violación al principio rector del interés superior de la niñez, a que se refieren los artículos 4 Constitucional, párrafo noveno
; 2, 6, fracción I, 15 y 44, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes
, en lo que respecta al derecho fundamental que corresponde a los menores de que su padre les proporcione la pensión alimenticia a que fue condenado, dado que en el presente asunto se encuentran involucrados dos menores de edad de acuerdo a lo manifestado por la recurrente y a las constancias que integran el toca que se estudia.

Tomando como base el argumento que establece el juez en la resolución impugnada al señalar que no están justificados cuáles son los ingresos que en la actualidad percibe el deudor alimentario, puesto que la prioridad en el caso, es el beneficio directo del niño a quien van encaminados, toda vez que cuando existen intereses derivados de un menor, no debe dejarse la carga probatoria a las partes.
Ya que, en el caso, al no haber sido demostradas las percepciones del deudor alimentario, es obligación del juez hacerse llegar de los elementos necesarios para determinarlas, su nivel económico, así como el de los acreedores alimentarios, debiéndose requerir a las partes del juicio para que proporcionen la información necesaria para conocer su situación económica.

Porque fijar la pensión con base en el salario mínimo, puede encaminar que se fije una cantidad que no corresponde al deudor, si en el caso, éste tuviera un nivel de vida alto, el salario mínimo no sería lo proporcional a los ingresos reales del deudor. Encuentra sustento el anterior argumento, la jurisprudencia de rubro: “ALIMENTOS. PARA DETERMINAR EL MONTO DE LA PENSIÓN CUANDO NO SE HAYAN ACREDITADO LOS INGRESOS DEL DEUDOR ALIMENTARIO, DEBE ATENDERSE A LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 311 TER DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL.”

Por ende, el juez responsable previo a emitir una resolución correspondiente a que en la planilla no existían medios de prueba que acreditaran el ingreso real del deudor alimentista, debió realizarlo de oficio.

Toda vez que en el juicio ordinario civil del que emana la resolución recurrida ya existe una sentencia definitiva, en la que no se determinó la cuantificación del monto de la pensión alimenticia sino únicamente lo relativo al porcentaje de las percepciones ordinarias y extraordinarias que debería otorgar a los menores como pensión alimenticia, conforme a la actividad que desempeña el deudor, sin que obre constancia de cuál es esa actividad.
Luego, el que no se estableciera el monto liquido al dictar la sentencia no conduce a que no se pueda analizar en forma posterior, al no ser un elemento de la acción. Tampoco el que se desconozcan los ingresos del deudor, lo libera de su obligación. 
Por lo que, como se hizo en el expediente 535/2014, del índice del juzgado tercero familiar, la cuantificación del monto de la pensión alimenticia debe ser en la etapa de ejecución de sentencia. Se sustenta lo anterior, en la tesis cuyo rubro es: “ALIMENTOS, ESTABLECIDO EL DERECHO A PERCIBIRLOS, PUEDE CUANTIFICARSE SU MONTO EN EJECUCIÓN DE SENTENCIA”.

Cuantificación en la que deberá establecerse claramente las cuestiones que se deben atender para fijar lo correspondiente a la parte proporcional de la pensión alimenticia derivado de la capacidad económica y el nivel de vida que el deudor y sus acreedores alimentarios hayan tenido por lo menos en los últimos dos años.

Por ende, deben aportarse las pruebas conducentes para acreditar la capacidad económica del obligado, y con ello, determinar a cuánto asciende el 30% de las percepciones ordinarias y extraordinarias de la pensión alimenticia a que fue condenado el demandado en la sentencia emitida el veintisiete de junio dos mil diecisiete.
Entonces, con el único objetivo de determinar el monto del derecho del acreedor a recibir alimentos atendiendo a sus necesidades y la obligación del deudor de proporcionarlos de acuerdo a su capacidad económica, el juzgador debe allegarse oficiosamente de las pruebas necesarias para resolver, previo requerimiento con apercibimiento al deudor alimentario para que proporcione la información requerida, debe recabar los elementos que le permitan establecer en forma objetiva la capacidad económica y su nivel de vida, como pudieran ser estados de cuenta bancarios, declaraciones de impuestos, informe del Instituto Registral y Catastral, y todos los que pudieran referir el nivel de vida tanto del deudor como el de los acreedores alimentarios en un periodo de dos años.  Apoya lo anterior, la tesis cuyo rubro es: “ALIMENTOS. CUANDO EN AUTOS NO CONSTA MEDIO DE CONVICCIÓN QUE ACREDITE EL INGRESO REAL DEL DEUDOR ALIMENTISTA, EL JUZGADOR DEBE RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS QUE LE PERMITAN FIJARLOS OBJETIVAMENTE ATENDIENDO AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD Y CON BASE EN UN SALARIO MÍNIMO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ).”

Lo anterior, al advertirse en el caso que no se cuentan con los elementos necesarios para determinar objetivamente el monto al que le corresponde el 30% de las percepciones ordinarias y extraordinarias que percibe el deudor.

En razón de que, imponer un criterio aritmético sin establecer las circunstancias particulares de cada caso es ilegal e injusto al no ser equitativo, con lo que se violenta también la garantía de la debida fundamentación a que se refiere el artículo 16 Constitucional
, porque puede suceder que el deudor pueda cumplir con sus obligaciones en mayor proporción a la que debería, o incluso, puede no contar con percepción alguna.

En esa tesitura, el artículo 270 del Código de Procedimientos Civiles del Estado
, establece que el juzgador para conocer la verdad de los hechos, puede valerse de cualquier persona, parte o tercero, y de cualquier cosa o documento con la limitación de que no sea contraria a derecho o a la moral. 

Si bien es verdad, lo que señala el inferior, respecto a que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estableció en la tesis, cuyo rubro es: “PENSIÓN ALIMENTICIA. DEBE FIJARSE, EN LOS CASOS QUE ASÍ PROCEDA, TOMANDO COMO BASE O REFERENCIA EL SALARIO MÍNIMO Y NO LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN (UMA), también lo es, que el espíritu de la misma, es diferenciar si debe tomarse para la pensión alimenticia la unidad de medida y actualización o el salario mínimo, más no establecer que en los casos que no se encuentren determinadas las percepciones del deudor, la referencia deberá ser el salario mínimo como lo motiva el juez en la interlocutoria impugnada. Aún y cuando la actora fue quien solicitó la planilla de liquidación en esos términos puesto que en este asunto debe prevalecer el interés superior del niño.

Tampoco es desapercibido que en la planilla no existió controversia, ya que el demandado no dio contestación a la vista que de la misma se le dio, por lo que pudiera tenérsele por aceptando las pretensiones de la contraparte, sin embargo, como se señaló en la misma, la planilla no se encuentra ajustada a derecho, al no tener pruebas con las que pudieran justificarse las percepciones con las que el demandado cuenta ni las necesidades de los menores.
Y, fijar el monto de la pensión con base en el salario mínimo puede traer como consecuencia que se establezca una cantidad que no corresponda a la capacidad económica y nivel de vida del deudor, porque podría ser que este sea alto y fijar el salario mínimo como monto para establecer la parte proporcional no sería acorde o, por el contrario, podría ser que el salario mínimo sea excesivo como monto de la pensión, porque el deudor perciba eso como ingreso o aún menor al mismo.
En ese orden de ideas, con fundamento en lo que disponen los artículos 974 Bis, párrafo tercero, en relación con el 974 Ter, fracción III, del Código Procesal Civil
, se ordena la reposición del procedimiento, ya que este Pleno deja insubsistente la resolución pronunciada por el juez tercero familiar, y antes del dictado de la interlocutoria de que se trata, previo requerimiento con apercibimiento al deudor alimentario, recabe la información correspondiente, como pudieran ser estados de cuenta bancarios, declaraciones de impuestos, informe del Instituto Registral y Catastral, y todos los que pudieran referir el nivel de vida tanto del deudor como el de los acreedores alimentarios en un periodo de dos años anteriores a la demanda incidental presentada, a la brevedad posible, conforme se lo permite el artículo 270 del Código de Procedimientos Civiles,  para que con base en ello, con libertad de jurisdicción, resuelva lo que en derecho proceda. 

SÉPTIMO. En el caso, al no estar en el supuesto que establece el artículo 975 del código aplicable
, no ha lugar a imponer multa alguna a la parte quejosa, atento al sentido del presente fallo.

OCTAVO. En virtud de que la parte litigante no manifestó su inconformidad respecto a que sus datos personales señalados en el artículo 3°, fracción XV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se incluyan en la publicación que se haga del presente fallo, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 3, 18, 23 y 87, fracción III, de la ley en cita, y al Reglamento del Poder Judicial del Estado, según los artículos 13, fracción XIII, 14, 15, fracción I, 21 y 22, hágase del conocimiento de las mismas que la sentencia pronunciada en el presente asunto estará a disposición del público para su consulta, cuando así se solicite, incluidos los mencionados datos, sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional deba hacerse de oficio en relación a los mismos. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:



PRIMERO. El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, es competente para conocer del recurso de queja y su trámite fue ajustado a derecho.



SEGUNDO. Resultaron insuficientes los agravios planteados por la recurrente, no obstante, se suplen los mismos, ante su deficiencia al existir una violación al principio rector del interés superior de la niñez, así como a la garantía de la debida fundamentación y motivación, que amerita la reposición del procedimiento.



TERCERO. En consecuencia, lo procedente es dejar sin efecto la sentencia interlocutoria de doce de agosto dos mil veintiuno, dictada por el juez tercero de lo familiar, mediante la cual resolvió la planilla de liquidación de pensiones alimenticias, promovida por ELIMINADO, en contra de ELIMINADO, en los autos del expediente 535/2014, relativo al juicio ordinario por divorcio, alimentos y custodia, y reponer el procedimiento, para el efecto de que el juez, antes del dictado de la interlocutoria de que se trata, previo requerimiento con apercibimiento al deudor, recabe la información correspondiente, como pudieran ser estados de cuenta bancarios, declaraciones de impuestos, informe del Instituto Registral y Catastral, y todos los que pudieran referir el nivel de vida tanto del deudor como el de los acreedores alimentarios en un periodo de dos años anteriores a la demanda incidental presentada, a la brevedad posible, conforme se lo permite el artículo 270 del Código de Procedimientos Civiles, para que hecho lo anterior, con libertad de jurisdicción, resuelva lo que en derecho proceda.

CUARTO. Por las razones expuestas en el considerando sexto de éste fallo, no se impone sanción alguna a la quejosa.



QUINTO. Al no existir inconformidad de las partes litigantes respecto a que sus datos personales se incluyan en la publicación de la sentencia, al efectuarse la misma inclúyanse tales datos, con la protección oficiosa que corresponda. 

SEXTO. Remítase copia de ésta resolución al Juez Tercero de lo Familiar en la Capital, para los fines legales consiguientes, y en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.

SEPTIMO. Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase.



Así, por unanimidad de votos, lo resolvieron y firman los Magistrados Olga Regina García López, Ma. Guadalupe Orozco Santiago, José Armando Martínez Vázquez, Carlos Alejandro Robledo Zapata, Luz María Enriqueta Cabrero Romero, Rebeca Anastacia Medina García, Juan Paulo Almazán Cue, María Manuela García Cázares, María América Onofre Díaz, Armando Rafael Oviedo Abrego, Silvia Torres Sánchez, Alma Delia González Centeno, Jesús María Ponce De León Montes, Adriana Monter Guerrero, Alejandro Hernández Castillo, Graciela Treviño Rodríguez, quienes integran el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; presentó el proyecto de resolución la Magistrada Luz María Enriqueta Cabrero Romero, quienes actúan con Secretaria General de Acuerdos, Ma. del Rosario Torres Mancilla, quien autoriza y da fe.- 

___________________________________

Magistrada Olga Regina García López.

_____________________________________

Magistrada Ma. Guadalupe Orozco Santiago.

____________________________________

Magistrado José Armando Martínez Vázquez.

_____________________________________

Magistrado Carlos Alejandro Robledo Zapata.

_____________________________________

Magistrada Luz María Enriqueta Cabrero Romero.

____________________________________

Magistrada Rebeca Anastacia Medina García.

__________________________________

Magistrado Juan Paulo Almazán Cue.

___________________________________

Magistrada María Manuela García Cázares.

___________________________________

Magistrada María América Onofre Díaz.

___________________________________

Magistrado Armando Rafael Oviedo Ábrego.

_______________________________

Magistrada Silvia Torres Sánchez.

__________________________________

Magistrada Alma Delia González Centeno.

__________________________________

Magistrado Jesús María Ponce de León Montes.

__________________________________

Magistrada Adriana Monter Guerrero.

__________________________________

Magistrado Alejandro Hernández Castillo.

__________________________________

Magistrada Graciela Treviño Rodríguez.

_________________________________
Lic. Ma. del Rosario Torres MancillaELIMINADOSecretaria General de Acuerdos del Supremo Tribunal de Justicia del Estado.
� “ARTICULO 11. El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia conocerá de los asuntos de naturaleza judicial que determinen la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado, los códigos Civil y Penal y de Procedimientos Civiles y Penales, la presente Ley y las demás disposiciones legales.”


“ARTICULO 14. Son atribuciones del Pleno las siguientes:


(…)


XIV. Las demás que les confiera la ley.”





� “ART. 973.- El recurso de queja contra un juez se interpondrá por escrito ante el superior inmediato, dentro de los tres días siguientes a la notificación del acto reclamado expresando los motivos del agravio. 


Al interponer el recurso, el quejoso deberá hacerlo saber al juez presentándole copia, por duplicado, del escrito de queja. Una de ellas se agregará al expediente y la otra se mandará entregar desde luego al colitigante. 


El juez, dentro de los tres días siguientes, remitirá al superior su informe con justificación y el colitigante, dentro de igual término, que se contará desde que reciba la copia, podrá ocurrir al mismo superior, expresando lo que a su derecho convenga. 


Dentro del tercer día de recibido el informe del juez, el superior resolverá lo que proceda. 


Será el acuerdo del Supremo Tribunal el que decida las quejas contra los jueces de primera instancia y los de la capital.”





� “ART. 971.- El recurso de queja procederá: 


(…)


II.- Respecto de las interlocutorias dictadas en la ejecución de sentencias; …”


Ídem referencia 2


� Registro digital: 1/2021, Instancia: Segunda Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, materia(s):Penal, Fuente: Gaceta Judicial Digital, cuyo rubro y texto es: “PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, MENORES DE EDAD. DERECHO HUMANO. Con fundamento en los artículos 1º y 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo asuntos que estén involucrados menores de edad, se debe velar por la protección de sus datos personales, ello, atendiendo al primero de los citados numerales, que impone la obligación a las autoridades en el ámbito de su competencia, a velar y proteger los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, y el segundo de los numerales tutela los derechos del menor que tenga intervención en juicio, asimismo, conforme lo estatuyen los Tratados Internacionales firmados por el Estado Mexicano, tales como la Convención Americana sobre los Derechos Humanos (Pacto de San José), en su numeral 11, párrafos segundo y tercero, la Convención sobre los Derechos del Niño, artículos 1, 2, 3, 12, 16 y 17, inciso e), asimismo, con base en el Protocolo de Actuación para quienes Imparten Justicia en casos que afecten a Niñas, Niños y Adolescentes, así como de conformidad en lo dispuesto en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes en sus numerales 13, fracción XVII, 76 y 77, en concordancia con lo estipulado en la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado, en sus artículos 16, fracción XVII, 68 y 69. En consecuencia, publicitar los datos personales de los menores de edad, violenta su derecho humano a la protección de datos personales, colocándolos en una situación de vulnerabilidad en detrimento de su dignidad e interés superior. De ahí que se sugiere utilizar las letras iniciales del nombre del menor o señalar que es de identidad reservada.” 


� F. 50-55 vuelta


� F. 1-2


� F. 8-9. Recibido el veinticuatro de agosto dos mil veintiuno.


� F. 11-20. De veintisiete de junio dos mil diecisiete.





� El cuatro de agosto dos mil diecisiete. F. 21 frente y vuelta.





� “Artículo 4o. (…)


En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.”


� “Artículo 2. Para garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, las autoridades realizarán las acciones y tomarán medidas, de conformidad con los principios establecidos en la presente Ley. Para tal efecto, deberán: �


Garantizar un enfoque integral, transversal y con perspectiva de derechos humanos en el diseño y la instrumentación de políticas y programas de gobierno; �


Promover la participación, tomar en cuenta la opinión y considerar los aspectos culturales, éticos, afectivos, educativos y de salud de niñas, niños y adolescentes, en todos aquellos asuntos de su incumbencia, de acuerdo a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, y �


Establecer mecanismos transparentes de seguimiento y evaluación de la implementación de políticas, programas gubernamentales, legislación y compromisos derivados de tratados internacionales en la materia. El interés superior de la niñez deberá ser considerado de manera primordial en la toma de decisiones sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescentes. Cuando se presenten diferentes interpretaciones, se atenderá a lo establecido en la Constitución y en los tratados internacionales de que México forma parte. 


Cuando se tome una decisión que afecte a niñas, niños o adolescentes, en lo individual o colectivo, se deberán evaluar y ponderar las posibles repercusiones a fin de salvaguardar su interés superior y sus garantías procesales…”.


“Artículo 6. Para efectos del artículo 2 de esta Ley, son principios rectores, los siguientes: 


El interés superior de la niñez…”. �


“Artículo 15. Niñas, niños y adolescentes deberán disfrutar de una vida plena en condiciones acordes a su dignidad y en condiciones que garanticen su desarrollo integral.” �


“Artículo 44. Corresponde a quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes, la obligación primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida suficientes para su sano desarrollo...”





� Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 170406, Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: 1a./J. 172/2007, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, febrero de 2008, página 58, Tipo: Jurisprudencia, cuyo rubro y contenido es: “ALIMENTOS. PARA DETERMINAR EL MONTO DE LA PENSIÓN CUANDO NO SE HAYAN ACREDITADO LOS INGRESOS DEL DEUDOR ALIMENTARIO, DEBE ATENDERSE A LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 311 TER DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL. El citado artículo prevé expresamente el supuesto de la falta de comprobación del salario o los ingresos del deudor alimentario y establece los lineamientos para fijar el monto de la pensión relativa, consistentes en la capacidad económica y el nivel de vida que aquél y sus acreedores alimentarios hayan llevado durante los dos últimos años. En congruencia con lo anterior y en virtud de que las controversias sobre alimentos son una cuestión de orden público y de interés social, cuando no se hayan acreditado los ingresos del deudor alimentario, los juzgadores -en primera o segunda instancia- deben atender a lo dispuesto en el artículo 311 Ter del Código Civil para el Distrito Federal, y en el caso de no contar con los elementos necesarios para fijar objetivamente el monto de la pensión, conforme a los artículos 940 y 941 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, están obligados a recabar oficiosamente los elementos que les permitan establecer la capacidad económica y el nivel de vida a que se refiere el mencionado numeral 311 Ter, además, quien cuente con la información relativa debe proporcionarla en términos del artículo 323 del señalado Código Civil;  y una vez hecho lo anterior  realizar un estimado del ingreso mensual del deudor alimentario, respecto del cual fijará un porcentaje como monto de la pensión alimenticia.”





 


� Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 241411, Instancia: Tercera Sala, Séptima Época, Materias(s): Civil, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 79, Cuarta Parte, página 17, Tipo: Aislada: cuyo contenido es: “ALIMENTOS, ESTABLECIDO EL DERECHO A PERCIBIRLOS, PUEDE CUANTIFICARSE SU MONTO EN EJECUCION DE SENTENCIA. La Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido el criterio de que la petición de alimentos se funda en derecho establecido por la ley y no en causas contractuales y, consecuentemente, quien ejercita la acción únicamente debe acreditar que es titular del derecho para que aquélla prospere. Por tanto, tratándose de alimentos, debe establecerse, primero, el derecho a la pensión y luego, en una segunda parte, la capacidad económica del deudor alimentista y la necesidad del acreedor alimentario. Cuando no están demostradas la capacidad económica del obligado y la necesidad del que debe recibir los alimentos, entonces, previamente se declara la existencia del derecho a la pensión alimenticia, y se deja la cuantificación del monto de la misma a la sección de ejecución de sentencias.”


 


� Registro digital: 164179, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Novena Época, Materias(s): Civil; Tesis: VII.2o.C.121 C; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXII, agosto de 2010, página 2203, Tipo: Aislada, de contenido: “ALIMENTOS. CUANDO EN AUTOS NO CONSTA MEDIO DE CONVICCIÓN QUE ACREDITE EL INGRESO REAL DEL DEUDOR ALIMENTISTA, EL JUZGADOR DEBE RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS QUE LE PERMITAN FIJARLOS OBJETIVAMENTE ATENDIENDO AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD Y CON BASE EN UN SALARIO MÍNIMO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). El artículo 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño, dispone en su punto 2: "A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño.", y en su punto 4 establece la obligación del Estado de tomar "... todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres ...", con lo cual el Estado mexicano no sólo se comprometió a resolver las controversias que sobre el pago de pensiones alimenticias de menores se le presenten, sino a asegurar que su determinación se haga atendiendo a la posibilidad y medios económicos del deudor y las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño, de donde resulta indispensable que conozca fehacientemente las posibilidades del deudor y las necesidades particulares del menor, por lo que si en autos no constan medios de convicción que acrediten el ingreso real del deudor alimentista, el juzgador debe recabar de oficio las pruebas que le permitan fijar objetivamente la pensión correspondiente atendiendo al principio de proporcionalidad, y no fijarla con base en un salario mínimo, lo anterior conforme a la obligación que tiene el Estado mexicano de tomar todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de las pensiones para menores, en términos de la mencionada convención y de los artículos 225 y 226 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Veracruz, que facultan al juzgador a valerse de cualquier persona, sea parte o tercero, y de cualquier cosa o documento, que sea conducente para el conocimiento de la verdad sobre los puntos cuestionados, lo cual, indefectiblemente debe aplicarse cuando en el asunto esté de por medio el interés superior del menor.”





� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo…”.





� “ART. 270.- Para conocer la verdad sobre los puntos controvertidos puede el juzgador valerse de cualquier persona, sea parte o tercero, y de cualquier cosa o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a un tercero; sin más limitación que la de que las pruebas no estén prohibidas por la Ley ni sean contrarias a la moral.”





� “ART. 974 BIS. (…).


Igualmente podrá revocar los actos recurridos cuando advierta una ilegalidad manifiesta y los agravios sean insuficientes, pero deberá fundar cuidadosamente los motivos por lo que consideró ilegal el acto y precisar el alcance de su resolución…”.





“ART 974 TER. La resolución que ponga fin al recurso podrá: 


(…)


III. Mandar reponer el procedimiento o que se emita una nueva resolución;





� “ART. 975.- Si la queja no resulta apoyada en hecho cierto, si no estuviere fundada en derecho, o procediere recurso ordinario contra la resolución reclamada, será desechada por el superior, el que impondrá al quejoso y a su abogado, solidariamente, multa que no exceda de cincuenta y cinco días del valor de la unidad de medida y actualización vigente.”
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